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proporcionalidad, que pudieran justificar la aplicación de medidas correctoras 
en la liquidación por fraude.

En cuanto a los supuestos de averías interiores nuestra intención 
no es otra que pedir que se configuren los supuestos y condiciones en 
los que resulta razonable en beneficio del consumidor aplicar algún factor 
de corrección sobre la excesiva facturación derivada del consumo de agua 
registrado, con independencia de la situación económica de la persona 
afectada, aunque esta circunstancia haya de tenerse también en cuenta en 
la respuesta a ofrecer.

6.1. Corte de suministro por impago

En el cuestionario remitido a las entidades suministradoras se 
solicitaban los datos sobre cortes de suministro de agua realizados durante 
el año 2014. En concreto se pedía el número de cortes realizado, cuáles de 
ellos afectaban a vivienda habitual y causas que los motivaron.

No todas las empresas suministradoras atendieron nuestro 
requerimiento en este punto, aunque los datos recabados creemos que son 
suficientemente representativos como para permitirnos conocer cuál es la 
incidencia que pudieran estar teniendo los cortes de suministro en vivienda 
habitual.

El primer dato sobre el que creemos oportuno llamar la atención es la 
dificultad para conocer cuándo un corte de suministro afecta a una vivienda 
habitual y cuándo no, ya que por regla general tal circunstancia no se hace 
constar en el contrato de suministro y, por tanto, no queda registrada 
informáticamente. Esta circunstancia es especialmente significativa en 
los grandes núcleos urbanos, donde resulta muy difícil para el gestor del 
agua conocer si la situación de impago afecta a un domicilio habitual o no, 
mientras que en las ciudades más pequeñas es más fácil que el dato sea 
conocido, lo que posibilita que pueda actuar en consecuencia

Al respecto consideramos que sería conveniente que este dato 
quedara registrado al formalizar el contrato de suministro, permitiendo 
así su gestión informática. A tal fin podría ser necesaria una regulación 
normativa que contemplara tal exigencia y posibilitara que quedase 
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acreditada esta circunstancia ante la entidad suministradora al objeto de 
ofrecer a las personas usuarias que utilizan el agua para el suministro de su 
vivienda habitual unas mayores garantías en la prestación del suministro y, 
en particular, por lo que hace al procedimiento de suspensión del mismo.

Este dato habría de ser aportado por el titular del suministro 
especificando en el momento de la formalización del contrato cuál es el 
destino previsto para el suministro que se solicita. Asimismo, correspondería 
al titular del suministro la obligación de informar de las variaciones que se 
produjeran respecto de tal situación, debiendo acreditar fehacientemente 
la condición de vivienda habitual del lugar del suministro cuando se 
pretendiese hacer uso de tal circunstancia para acceder a las ventajas y 
tratos preferenciales que la normativa hubiese estipulado.

Para tal acreditación fehaciente se utilizarían los certificados de 
empadronamiento ya que los datos del padrón constituyen prueba de la 
residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo.

Del análisis de los datos recabados sobre cortes de suministro se 
desprende la enorme diversidad de situaciones existente en Andalucía, 
ya que coexisten empresas que manifiestan no realizar corte alguno de 
suministro, junto a otras que declaran un elevado número de cortes.

Con carácter general, las cifras más elevadas las ofrecen las empresas 
que suministran a capitales y grandes núcleos de población, oscilando en el 
caso de las capitales andaluzas entre los más de 9.243 cortes de suministro 
que declara una de las empresas y los 889 que reconoce la que menos.

Estas cifras contrastan con las que ofrecen las empresas que 
suministran a municipios de menor entidad poblacional, que suelen ser muy 
bajas, resultando sorprendente que varias operadoras cifren en menos de 10 
el número de cortes de suministro efectuados en 2014. Merece destacarse 
a aquellas empresas que manifiestan no realizar corte de suministro alguno 
por haberlo así decidido la entidad local titular del servicio. Desconocemos 
si el dato se refiere sólo a los supuestos de vivienda habitual, lo que podría 
resultar encomiable, o si incluye todos los supuestos, lo que resultaría 
cuando menos discutible.

En todo caso, de la información recabada de las entidades 
suministradoras puede decirse que el número de cortes no resulta demasiado 
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significativo si lo ponemos en relación al número total de contratos que 
maneja cualquiera de las empresas, pero resulta preocupante si tenemos en 
cuenta que entre esos datos se ocultan verdaderos dramas sociales.

También las asociaciones del tercer sector han señalado la menor 
incidencia de los cortes de suministro de agua frente a los de suministro 
eléctrico. Justifican esta diferencia básicamente en la participación municipal 
en las empresas suministradoras, lo que posibilita a los responsables 
municipales la adopción de medidas que eviten cuando lo estiman necesario; 
al hecho de que los procedimientos de corte sean menos expeditivos, lo que 
permite activar protocolos de mediación; así como a la mayor complejidad 
el procedimiento exigido para el corte del agua.

En cualquier caso, a esta Institución le preocupa conocer, por las 
quejas recibidas, que se vienen produciendo cortes en el suministro de agua 
por impago de facturas que afectan a viviendas que constituyen el domicilio 
habitual de las personas usuarias.

En ocasiones -las más preocupantes a nuestro juicio- la situación de 
corte de suministro se produce porque la familia no dispone de recursos 
económicos suficientes para hacer frente a la factura y no ha sabido utilizar 
los recursos públicos disponibles para atender tal situación, o bien porque 
cuando han activado estos mecanismos sociales ya era demasiado tarde 
para evitar el corte.

Sobre esta situación ya hemos ahondado en el capítulo anterior 
sobre pobreza hídrica, en el que hemos señalado las medidas que pudieran 
adoptarse para que no lleguen a producirse suspensiones de suministro que 
pudieran estar relacionadas con la falta de capacidad económica familiar. No 
consideramos necesario seguir insistiendo al respecto.

No obstante, hemos podido comprobar que hay ocasiones en que 
el corte no se produce porque exista una situación económica que impida 
revertir la situación de impago generada, sino por desconocimiento de la 
persona usuaria acerca de la propia circunstancia de encontrarse en situación 
de impago o por no haber recibido en tiempo y forma el aviso de corte de 
suministro. Todo ello, como consecuencia de una aplicación poco rigurosa 
de los trámites procedimentales previos a la suspensión del suministro.
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A analizar estos supuestos y ver cómo pueden evitarse estas 
situaciones dedicaremos el próximo apartado.

6.1.1. De los requisitos exigibles con carácter previo al corte de suministro

Entrando en la cuestión de las garantías exigibles en el procedimiento 
de suspensión del suministro de agua, preguntábamos a las entidades 
suministradoras por la política relacionada con la información que se 
facilita a los clientes previamente al corte por impago: modo de realizar las 
notificaciones, si se efectúa discriminación alguna ante la circunstancia de 
tratarse de vivienda habitual, número o importe de las facturas impagadas 
que generan la orden de suspensión, plazos para pago previo al corte...

La mayoría de las entidades ha optado por hacer una mera remisión 
a lo dispuesto al efecto en el RSDA, señalando que cumplen los trámites 
impuestos en su artículo 67.

En este precepto se establecen como requisitos previos al corte, a 
cargo de la entidad suministradora, la notificación fehaciente del oportuno 
aviso al abonado y la comunicación a la Administración competente, 
debiendo esperar el transcurso del plazo mínimo de quince días por si ésta 
le manifestase alguna orden en contrario.

A nuestro juicio, esta remisión genérica a las disposiciones 
reglamentarias no es suficiente garantía de que se respetan debidamente los 
derechos de las personas usuarias antes de efectuar un corte de suministro. 
Y ello, por cuanto un análisis pormenorizado de los requisitos y trámites que 
establece este precepto hace que surgen dudas sobre la efectividad de los 
mismos para tutelar los derechos en juego.

En este sentido, alguna de las asociaciones de defensa de las personas 
consumidoras, concretamente FACUA, apuntaba la conveniencia de realizar 
una revisión integral del RSDA, abordando una nueva norma más completa 
y garantista que contemple los derechos y obligaciones de los usuarios del 
suministro y desarrolle los supuestos de suspensión, casuística y procedimiento.

Con objeto de garantizar la máxima protección del consumidor, 
estimamos oportuno expresar nuestra posición sobre las distintas cuestiones 
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relacionadas con el corte de suministro por impago que consideramos 
necesitadas de una revisión o mejora.

a) La notificación del aviso de corte

Como hemos dicho, muchas de las quejas recibidas en esta Institución 
relacionadas con el corte de suministro de agua en la vivienda ponen de 
manifiesto la falta de recepción adecuada del aviso de corte.

En el mismo sentido se ha pronunciado una de las asociaciones de 
consumidores consultadas (FACUA), señalando como práctica irregular la 
falta de notificación fehaciente y con garantías del corte de suministro.

Esta Institución entiende que el requisito de la notificación fehaciente 
a la persona usuaria del aviso de corte del suministro no puede entenderse 
cumplido por el mero hecho de cumplimentar el trámite de envío de una 
comunicación mediante correo con acuse de recibo, sino que debe acreditarse 
la recepción efectiva de dicha comunicación por parte de la persona a la que 
va destinada.

Por la información que hemos podido recabar, los Servicios de 
Consumo de la Junta de Andalucía también estarían aplicando este criterio, 
de modo que si la empresa no puede acreditar la recepción del aviso de 
corte por el abonado se admitiría su reclamación y se exigiría la devolución 
de los derechos de reconexión que se hubieran cobrado.

Entendemos que el concepto de notificación fehaciente incluido en 
el RSDA debe interpretarse en el sentido de exigir que resulte acreditada 
tanto la recepción del aviso por la persona destinataria del mismo, como el 
contenido íntegro del acto que se notifica y la fecha de recepción de dicha 
notificación.

Para que dicha notificación fehaciente se repute como válida, la 
misma deberá efectuarse siguiendo lo dispuesto a tal efecto en la normativa 
de procedimiento administrativo, cuando la empresa actúa en régimen de 
derecho público, o en la normativa civil, cuando lo hace en régimen de 
derecho privado.

La aplicación de este criterio supone que no debería admitirse como 
válida la notificación cursada por el servicio de Correos u otras empresas 
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prestadoras de servicios postales cuando la misma no puede ser entregada 
al destinatario por encontrarse ausente del domicilio y tampoco es retirada 
posteriormente por el mismo del servicio de correos. Únicamente sería 
válida dicha notificación si queda acreditado que fue rechazada su recepción 
por el destinatario o bien cuando se cumplimentaran las prescripciones de 
la Ley 30/1992 para la práctica de las notificaciones por los organismos 
administrativos.

A estos efectos, entendemos que por las empresas suministradoras 
se debería optar por una extensión paulatina del uso de medios telemáticos 
(correo electrónico, sms, ...) para la realización de este tipo de notificaciones 
fehacientes, por resultar un medio ágil, eficaz y económico y contar con el 
necesario refrendo legal y jurisprudencial.

En conclusión, entendemos que en aquellos casos en que no fuese 
posible practicar la notificación del corte de suministro al abonado por los 
medios habituales al encontrarse ausente en el domicilio, resultaría necesario 
utilizar medios alternativos para conseguir la fehaciencia en la notificación 
tales como llamadas telefónicas, correo electrónico, visita personal o cuantas 
se estimen oportunas para garantizar dicho resultado. Obviamente, todas 
ellas debieran quedar registradas oportunamente con objeto de que no 
pueda oponerse a la entidad suministradora la falta de notificación.

Podemos señalar que algunas entidades suministradoras han 
habilitado medidas para conseguir un mayor éxito en la recepción de sus 
comunicaciones como pueda ser el empleo de personal propio que se 
desplaza a las viviendas para entregar el aviso de corte o la gestión cobratoria 
a través de llamadas o incluso un servicio de alerta a través del teléfono 
móvil del usuario con objeto de asegurar su puesta en conocimiento.

Creemos que sería oportuna la expresa aclaración en la norma 
regulatoria respecto de qué debe entenderse por notificación fehaciente.

Descartamos los supuestos en que se produce el rechazo de la 
notificación, coincidiendo con el RSDA en que debe darse por efectuado el 
trámite ya que no puede dejarse en manos de la voluntad del abonado la 
recepción de la comunicación pues, actuando de mala fe, podría rechazar 
sistemáticamente las notificaciones que se le cursasen para impedir sus 
efectos.
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Más discusión merece a nuestro juicio el supuesto en que no pueda 
efectuarse la notificación por deficiencias en la dirección facilitada por el 
interesado, que el RSDA asimila al anterior para permitir que se especifiquen 
las circunstancias del intento de la notificación y se tenga por efectuado el 
trámite.

Bien es verdad que resultan de la exclusiva responsabilidad del 
abonado las circunstancias que hizo constar en su solicitud de suministro y 
que sirvieron de base para fijar las condiciones del contrato de suministro. 
Entre ellas deberán figurar los datos para su identificación, que comprende 
el domicilio a efectos de notificaciones. Cualquier modificación producida en 
estas circunstancias que no haya sido debidamente comunicada a la entidad 
suministradora no puede hacerse recaer sobre la responsabilidad de ésta.

También es verdad que muchas veces la falta de recepción de la 
comunicación se producirá porque el usuario efectivo del suministro no 
ostenta la titularidad del contrato de suministro, incumpliendo los deberes 
impuestos por el RSDA. Se nos ocurren muchos supuestos, ya sea porque 
no se ha comunicado debidamente a la entidad suministradora el cambio 
en la titularidad del suministro cuando la vivienda cambia de propietario 
o bien porque la vivienda se explota en régimen de alquiler y el titular del 
suministro no es quien reside en la misma.

Pese a que estos supuestos no estarían amparados por el RSDA, 
entendemos que la disponibilidad de un suministro esencial como es el agua 
debiera dar cabida a un plus de exigibilidad a las entidades suministradoras 
respecto de la comunicación de su posible suspensión.

Así, cuando nos encontramos ante un aviso de corte para una vivienda 
cuya notificación se dirige a un domicilio distinto -que fue el indicado por el 
abonado- y ésta no ha podido ser recepcionada, entendemos que resulta 
necesario que se haga un segundo intento de notificación en el domicilio 
objeto de suministro.

Para evitar los inconvenientes que pudiera suponer el envío de una 
notificación con acuse de recibo al titular del suministro, ante la posibilidad 
de que por no residir en la vivienda no sea entregada, estimamos que 
podría adoptarse como medida alternativa una notificación en la que no se 
identifique a la persona sino al suministro.
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De este modo podría asegurarse el éxito de la comunicación, que al 
fin y al cabo es el interés de las partes implicadas, tanto de la suministradora 
como del usuario.

Cuestión distinta será que, una vez que la entidad suministradora 
pueda constatar la existencia de una situación que no se encuentra amparada 
en el RSDA -como la falta de contrato a nombre del usuario efectivo del 
suministro-, pueda adoptar las medidas que tiene a su disposición para 
regularizarla.

Recordemos que también el artículo 66, letra b), del RSDA habilita a la 
entidad suministradora para suspender el suministro cuando el usuario goce 
de suministro sin contrato escrito a su nombre y se niegue a su suscripción.

De acuerdo con lo expuesto, entendemos que debiera matizarse lo 
dispuesto en el artículo 67 RSDA respecto a las deficiencias en la dirección 
de notificaciones, de modo que cuando ésta no coincida con la vivienda 
objeto de suministro se dirija una nueva comunicación a ésta para garantizar 
una mayor protección del usuario efectivo del mismo.

Para garantizar el sentido que consideramos debe darse a la 
notificación fehaciente apelamos a su debida vigilancia a cargo de las 
Administraciones competentes, ya sea por la materia de protección a las 
personas consumidoras, o en ejercicio de las potestades de fiscalización de 
la empresa concesionaria que deban ejercer.

Consideramos necesario que, en tanto no se produce una 
modificación normativa que fije claramente las obligaciones relacionadas 
con la notificación del corte de suministro, dichas Administraciones deberían 
promover actuaciones ante las entidades suministradoras con objeto de 
poner en su conocimiento los requisitos que se les exigirán para considerar 
acreditada la notificación fehaciente del corte de suministro.

Sin perjuicio de lo anterior, y con objeto de promover el cumplimiento 
estricto de la obligación de notificación fehaciente del aviso de corte, 
consideramos necesario que se promuevan campañas de comprobación del 
cumplimiento de este trámite.

No puede dejarse esta comprobación sólo a los supuestos en que la 
persona afectada formuló una reclamación ante el Servicio de Consumo, 
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puesto que son muy reducidos los casos en que se produce una reclamación 
en relación con el total de comunicaciones de corte en que el trámite de 
notificación no habría sido completado en el sentido que propugnamos.

A este convencimiento llegamos por la información extraída de las 
propias entidades suministradoras, que pondría de manifiesto el importante 
número de notificaciones que vienen devueltas al no haberse podido 
notificar a la persona destinataria, muchas de ellas porque el aviso dejado 
en el domicilio ha caducado sin que nadie acudiese a recogerlo a las oficinas 
de Correos.

Para finalizar, y aunque en este apartado nos centramos en los cortes 
de suministro por impago, nos parece oportuno señalar que las mismas 
exigencias respecto de la notificación fehaciente del aviso de suspensión 
resultan predicables del resto de supuestos habilitantes previstos en el 
artículo 66 RSDA.

Debemos insistir que en todos estos supuestos debieran cursarse los 
trámites dispuestos en el artículo 67 RSDA, de acuerdo con las consideraciones 
que hemos expuesto, siendo excepcionales los casos en que se permite el 
corte inmediato (derivaciones sin contrato y riesgo de la potabilidad del agua).

b) La autorización por el organismo competente

El artículo 67 RSDA también dispone como requisito previo al corte 
de suministro que la entidad suministradora dé cuenta al organismo 
competente, si bien se considera que dispondrá de autorización si en el 
plazo de quince días no recibe orden de éste en contrario.

Respecto a la determinación de cuál sea dicho organismo competente, 
el precepto se remite a lo previsto en el artículo 3 RSDA, en el cual se 
distribuyen las competencias asignadas a la Dirección General de Industria, 
Energía y Minas y a la Dirección General de Consumo, ejercidas ambas a 
través de los correspondientes servicios periféricos provinciales.

Sin embargo, en este último precepto no se contiene referencia 
expresa alguna a quién es el organismo al que deba comunicarse el corte de 
suministro, lo que ha dado lugar a múltiples situaciones de confusión para las 
propias entidades suministradoras e, incluso, para la propia Administración 
autonómica.
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Esta situación se produce a partir de la modificación del artículo 
67 operada en el RSDA por Decreto 327/2012, de 10 de julio, ya que 
anteriormente dicho precepto sí identificaba como organismo competente al 
que ostentara la competencia en materia de Industria.

Tras este cambio normativo, muchas entidades suministradoras nos 
contaban que mandan a ambas Administraciones el listado completo de 
cortes de suministro, sea doméstico o industrial, para evitar un posible 
incumplimiento normativo.

Algunas relatan haber recibido comunicaciones, bien de Consumo bien 
de Industria, arrogándose la competencia o bien señalando la improcedencia 
de remitirles tal listado, debiendo hacerlo a la contraria.

Y para complicar más la situación, estas circunstancias varían de 
una provincia a otra o, incluso, según la entidad suministradora de que se 
trate, de modo que aún hoy en día no resulta pacífico ni existe un criterio 
homogéneo respecto a qué Administración debiera remitirse la comunicación 
de aviso de corte.

A nuestro modo de ver, el cambio normativo parece responder a 
un intento de distribuir las competencias entre ambas Administraciones 
en función del tipo de suministro de que se trate. De este modo, las 
comunicaciones de cortes de suministro para uso doméstico se dirigirán a la 
Delegación provincial de la Consejería competente en materia de consumo 
y las de corte de suministro para usos no domésticos -que no afectan a 
consumidores- a la Delegación Territorial de la Consejería competente en 
materia de industria.

Esta Institución considera que, en el caso de que estas competencias 
debieran estar residenciadas en la Comunidad Autónoma, lo más lógico sería 
que estas competencias fueran asumidas por la Consejería competente en 
materia de aguas, dejando a la administración de consumo la tramitación de 
las reclamaciones que en materia de consumo puedan presentar las personas 
usuarias del servicio que no estén conformes con el corte del suministro, y 
a la Administración competente en materia de industria la labor de evacuar 
los informes técnicos que se le requieran cuando la cuestión controvertida 
afecte al funcionamiento de los contadores.
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Cuestión distinta es el papel que juegan estas Administraciones una 
vez que reciben la comunicación de los cortes de suministro programados 
por las entidades suministradoras.

Más que una autorización nos encontramos ante una mera 
comunicación, pues la regla general es que ni el Servicio de Consumo 
(adscrito actualmente a las Delegaciones Territoriales de la Consejería de 
Salud) ni el Servicio de Industria, Energía y Minas (adscrito a las Delegaciones 
Territoriales de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo) manifiesten orden 
en contrario alguna.

A este respecto pocas entidades suministradoras han manifestado 
haber recibido puntualmente alguna indicación más allá de los supuestos en 
que el corte podía afectar a un edifico público o porque se hubiera incluido 
en el listado una persona jurídica que no cabía en el listado de cortes de 
suministro doméstico.

La propia Administración de Consumo nos habría indicado que la 
función que cumple esta comunicación se limita a los supuestos en que 
posteriormente se presente una reclamación, pudiendo entonces comprobar 
el cumplimiento de los requisitos exigibles para proceder al corte de 
suministro.

Por otra parte nos cuestionamos el sentido que tenga la actual 
exigencia de comunicación a estas Administraciones con carácter previo al 
corte, si realmente no es posible comprobar si la entidad suministradora 
cumplimentó adecuadamente su deber de notificación fehaciente del aviso 
de corte.

Esto es así porque los listados que se remiten, por cuestiones 
prácticas, no acreditan tal circunstancia, limitándose, en algunos casos, a 
incluir la pegatina acreditativa de haberse enviado la comunicación mediante 
certificado con acuse de recibo.

Si su alcance únicamente está previsto para los casos en que, 
produciéndose una reclamación, haya que comprobar el cumplimiento de 
requisitos, entendemos que la medida resulta superflua y sólo supone un 
esfuerzo y un gasto más para la entidad suministradora que, obviamente, 
repercutirá en el coste del servicio.
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Por otra parte, el modelo actual presenta limitaciones incluso para el 
caso en que se formule una reclamación puesto que resulta muy difícil de 
localizar la comunicación relativa a esa persona en particular cuando viene 
incluida en un amplio listado inserto en papel y que ni siquiera lleva orden 
alfabético de abonados.

Sería, pues, necesario implementar mecanismos de notificación 
telemática que permitiesen una más fácil localización del suministro afectado, 
siempre y cuando se considerase oportuno mantener este requisito de 
comunicación previa a la Administración de acuerdo con las consideraciones 
que exponemos a continuación en las que planteamos otro posible modelo.

Atendiendo a su finalidad parece que el objeto de esta comunicación 
previa no puede ser otro que posibilitar un control por parte de la 
Administración del cumplimiento por las empresas suministradoras de las 
obligaciones que, con carácter previo al corte de suministro, le impone 
la normativa vigente y, muy particularmente, del deber de comunicación 
fehaciente a la persona usuaria del aviso de corte.

Si este es el objeto de la comunicación previa, entendemos que este 
papel debiera quedar residenciado en el ámbito municipal, de modo que 
fuese la Administración titular del servicio la que tuviese pleno conocimiento 
de los cortes que prevea realizar la entidad suministradora en su localidad.

Esta comunicación permitiría a la entidad local ejercer un control del 
cumplimiento por la empresa suministradora del requisito de notificación 
fehaciente, ya fuese comprobando supuestos concretos ante la presentación 
de reclamaciones o haciendo comprobaciones periódicas de forma muestral. 
Su incumplimiento pudiera reputarse como infracción sancionable de 
acuerdo con lo que dispusiesen los propios pliegos que rijan la concesión de 
la gestión del servicio. Tratándose de sociedades mercantiles locales, dicho 
control por parte del Ayuntamiento correspondiente permitiría igualmente el 
ejercicio de sus facultades de supervisión sobre la actuación de la sociedad.

En el caso de Mancomunidades, Consorcios o cualesquiera otras 
fórmulas para la gestión del servicio de gestión del ciclo integral del agua 
habría que estar a lo que dispusiesen expresamente sus normas internas 
en relación con el ejercicio de estas facultades, bien por parte de los 
Ayuntamientos integrados o bien por la propia Administración a la que 
encomendaron su regulación y gestión.
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Esta asunción de competencias de control por parte de las entidades 
locales incluso facilitaría la actuación municipal tendente a garantizar el 
suministro a personas y familias en situación de vulnerabilidad, puesto 
que son los Servicios Sociales municipales quienes de mejor modo pueden 
conocer dicha situación.

Ya nos hemos referido a ello en el capítulo dedicado a pobreza hídrica, 
por lo que nos remitimos a lo allí expuesto en torno a las posibilidades 
de actuación de los Servicios Sociales para el caso de que las entidades 
suministradoras les remitiesen listados de abonados en situación deudora 
respecto de quienes pudiera recaer una medida de corte de suministro.

c) Consecuencias en caso de incumplimiento de los requisitos 
exigibles previos al corte

Nos parece oportuno apuntar las consecuencias que debieran 
producirse en caso de que las entidades suministradoras incumpliesen 
alguno de los requisitos exigibles para proceder al corte de suministro.

Lógicamente, cuando se produce una reclamación por disconformidad 
con el corte de suministro producido por su falta de notificación y se resuelve 
a favor del abonado, resulta exigible la devolución de las cantidades cobradas 
en concepto de derechos de reconexión.

Normalmente la tramitación de este tipo de reclamaciones corre a 
cargo del correspondiente Servicio de Consumo, aunque también pueden 
ser las propias OMIC las que lleguen a este resultado como consecuencia de 
su labor de mediación.

Más allá de esta lógica consecuencia, debemos insistir en la oportunidad 
de instar los procedimientos sancionadores que resulten necesarios ante la 
constatación del incumplimiento de los requisitos exigibles para proceder al 
corte de suministro.

En este sentido consideramos que dichos incumplimientos resultarían 
sancionables al poderse incardinar en la infracción prevista en el artículo 
71.2.10ª de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de 
los Consumidores y Usuarios de Andalucía, consistente en cortar el suministro 
de servicio público de prestación continua sin respetar las garantías a que 
tienen derecho las personas consumidoras.
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Sería conveniente a este respecto que las propias Ordenanzas 
reguladoras de la prestación del servicio tipificasen expresamente la 
infracción consistente en la interrupción del suministro de agua sin que 
medien los requisitos exigibles.

Esta medida se encuentra amparada en el artículo 112 de la Ley 
9/2010, de 30 de julio, de Aguas para Andalucía, cuando remite a la potestad 
reglamentaria de los Entes locales para la tipificación de infracciones, y sus 
correspondientes sanciones, referidas a acciones y omisiones relacionadas, 
entre otras, con el incumplimiento de parámetros y estándares de garantía 
y calidad en el suministro y con la vulneración de los derechos reconocidos 
por la Ley a los usuarios de los servicios del ciclo integral del agua.

Al efecto consideramos que sería conveniente añadir al catálogo de 
derechos que contiene el artículo 7.1.a) de la citada Ley de Aguas una 
mención expresa a la protección frente a los cortes de suministro que 
sólo podrían llevarse a cabo por motivos justificados y con las suficientes 
garantías.

Asimismo, debiera incorporarse entre las acciones y omisiones de las 
entidades suministradoras que pueden constituir infracción -cuya regulación 
remite a la potestad reglamentaria de los Entes locales- una referencia 
al supuesto de suspensión del suministro sin que medien los requisitos 
establecidos o fuera de los supuestos previstos por las normas de aplicación.

Debemos decir que este supuesto ya aparece expresamente regulado 
en la normativa sobre suministro eléctrico, señalando el artículo 64.31 de 
la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico que constituye 
infracción muy grave «La interrupción o suspensión del suministro sin que 
medien los requisitos legal o reglamentariamente establecidos o fuera de 
los supuestos previstos legal o reglamentariamente». La Ley recoge una 
penalización importante para este tipo de infracciones, de modo que podrá 
imponerse una multa que oscila entre los 6.000.001 euros y los 60.000.000 
de euros (artículo 67).

Cabe resaltar también, para su oportuna valoración, que las sanciones 
previstas en la Ley de Aguas para Andalucía -que se establecen como 
tope de referencia para la capacidad normativa local en la materia- en su 
rango máximo (que va desde 300.506,62 hasta 601.012,10 euros para las 
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infracciones muy graves) coincide con el importe máximo de las sanciones a 
imponer por infracciones leves previstas en la legislación del sector eléctrico 
(hasta 600.000 euros).

De acuerdo con lo expuesto, consideramos necesario que los 
incumplimientos de los requisitos exigibles para proceder al corte de 
suministro fuesen objeto de las correspondientes actuaciones sancionadoras 
por parte de las Administraciones competentes en materia de consumo.

Basta con ello una referencia a la normativa de protección de las 
personas consumidoras y usuarias, aunque resultaría conveniente su 
expresa regulación por la normativa sobre el servicio de abastecimiento de 
agua tanto autonómica como local.

Asimismo, debería valorarse el pago de indemnizaciones por parte de 
las empresas a las persona usuarias afectadas por el corte del suministro 
sin cumplir los requisitos legalmente exigidos por los daños y perjuicios 
derivados de tal actuación

Una lesión de las garantías fijadas en favor de las personas 
consumidoras, así como las molestias que haya podido generar la falta 
de disposición de un bien tan esencial como el agua, merecen a nuestro 
juicio un esfuerzo importante de las Administraciones por perseguir tales 
incumplimientos.

Asimismo, esta tarea puede ayudar a que las entidades suministradoras 
repliquen sus esfuerzos en el cumplimiento estricto de los deberes que les 
corresponden antes de proceder al corte del suministro de agua.

6.1.2. De las circunstancias en que se produce la suspensión del suministro por 
impago

Como hemos dicho, nos ocupamos exclusivamente del análisis del 
corte de suministro de agua por impago de facturaciones dentro del plazo 
establecido al efecto por la entidad suministradora.

Una de las cuestiones por las que nos interesábamos tanto ante las 
entidades suministradoras como ante las asociaciones de consumidores era 
si existía un criterio que justificase el posible corte del suministro, como 
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pudiera ser un número determinado de facturas impagadas o el impago de 
un importe determinado.

La consulta estaba motivada por la tramitación de quejas en las que 
habíamos advertido la existencia de avisos de corte por importes económicos 
muy escasos que no entendíamos pudiera justificar tal requerimiento, ni 
siquiera desde un punto de vista de gestión económica de la propia entidad 
suministradora.

De la información recabada, y dada la disparidad de criterios empelados, 
únicamente podemos concluir la necesidad de que estos criterios sean de 
público conocimiento y haya suficiente transparencia ante la ciudadanía con 
objeto de garantizar el legítimo ejercicio de sus derechos.

Muchas de las entidades consultadas reconocen que no proceden al 
corte de suministro hasta que existe una mínima cantidad impagada o un 
mínimo de facturas, o bien la combinación de ambas circunstancias.

Algunas de ellas también señalan que realizan campañas de corte con 
una regularidad temporal (anual o menor), por lo que es frecuente que se 
haya acumulado la deuda de más de una factura.

Dentro de estas campañas, envían en un primer momento cartas de 
recordatorio de la situación deudora, siendo atendidas en un porcentaje 
muy elevado y sólo un porcentaje menor de usuarios se incluirán en los 
listados de avisos a tramitar según los requisitos del artículo 67 RSDA.

Algunas entidades también señalaron que realizan una actuación 
proactiva tendente a evitar el corte de suministro, consistente en la visita 
personal a los domicilios afectados para poner de manifiesto la situación en 
que se encuentra el abonado e intentar alcanzar algún acuerdo de pago. 
En algún caso tales iniciativas habrían obtenido duras críticas por parte de 
quienes consideraban que se trataba de coacciones orientadas únicamente 
al cobro de las cantidades adeudadas.

En algunos casos, más excepcionales, existe una política de “cortes 
cero” acordada por su respectivo Ayuntamiento o entidad local de que se 
trate. Así lo han indicado expresamente Aguas de Medina o Aguas de la 
Sierra de Cádiz. En otros casos, según nos han indicado algunas empresas 
suministradoras en las reuniones de trabajo celebradas, esta política de 
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“corte cero” existe de facto aunque la misma no se haya adoptado de manera 
formal o pública para evitar posible “efectos llamada” que incrementen los 
casos de impago.

Otras empresas han evidenciado que las campañas de corte no han 
alcanzado a la totalidad de situaciones deudoras, centrándose exclusivamente 
en aquellos casos de personas reincidentes o cuando las deudas impagadas 
tienen ya mucha antigüedad y puede producirse la prescripción de las 
mismas.

Al respecto debemos reflexionar que este tipo de decisiones debe ir 
acompañada de una decisión previa acerca de quién va a asumir el coste de 
la deuda impagada, ya que debe quedar garantizado el equilibrio económico 
del servicio. En este sentido, deberá decidirse previamente si las facturas 
impagadas van a recaer sobre el servicio como un coste más que afectará 
a su presupuesto de gastos y deberá suplirse con ingresos procedentes 
de incrementos en las tarifas que paga el resto de personas usuarias, o si, 
por el contrario, dichas facturas impagadas van a ser compensadas por los 
servicios sociales municipales con cargo a sus presupuestos o con cargo 
a “fondos sociales o bolsas de ayuda” creados a tal efecto por las propias 
empresas.

Al hilo de esta cuestión debemos también señalar que hemos 
detectado situaciones en las que una deuda no ha sido exigida durante un 
largo período de tiempo, y cuando se ha tomado la decisión de utilizar la 
medida del corte de suministro existía un acumulado importante muy difícil 
de asumir para cualquier persona, y más si cuenta con escasos recursos 
económicos.

En estas situaciones nos ha sorprendido que se haya justificado el 
corte por facturas que incluso podrían haber prescrito de no haber sido 
exigido su pago en el momento oportuno, por lo que consideramos que 
este asunto también debe tenerse en cuenta en el momento de la toma de 
decisiones sobre la procedencia del corte de suministro.

En otros casos ha sucedido lo contrario, se ha tramitado el corte 
de suministro por una deuda reciente y cuando la persona afectada ha 
acudido a la entidad suministradora para ponerse al día en su pago es 
cuando le han notificado la existencia de otras deudas, de modo que hasta 
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pudieran dificultar la opción de reconexión si no se acude a fórmulas de 
fraccionamiento de la deuda.

Ante este tipo de situaciones apelamos a un ejercicio responsable por 
parte de las entidades suministradoras de sus posibilidades de reclamación 
de la deuda cuando, por transcurso de un lapso temporal, se habrían agotado 
sus posibilidades de reclamación de la deuda pendiente.

En caso de que la contraprestación por el servicio se configure como 
tasa resulta pacífico que este plazo se limita a 4 años. Más complicado 
resulta cuando se trata de un precio privado, existiendo un debate acerca 
de si debe computarse el plazo general de 15 años, el de 5 años previsto 
para los pagos que deban hacerse por años o en plazos más breves, o el de 
3 años establecido para reclamar el pago del precio de los géneros vendidos 
por mercaderes a otros que no lo sean.

En relación con esta cuestión de la prescripción de acciones para el 
cobro de deudas derivadas del contrato de suministro de agua entendemos 
que las entidades suministradoras deben atenerse al plazo más breve de 
prescripción de tres años fijado en el artículo 1967.4ª del Código Civil, ya 
que el destinatario de los servicios es un consumidor. Lógicamente, siempre 
que no se haya interrumpido el cómputo de dicho plazo por el ejercicio de 
alguna acción de reclamación extrajudicial por parte de la entidad.

Sobre este particular las entidades suministradoras han sido bastante 
evasivas en sus respuestas a los cuestionarios. La mayoría ha señalado que 
la situación no llega a plantearse porque realizan con frecuencia gestiones de 
cobro. En algún caso se efectúa una remisión genérica a las disposiciones de 
la legislación civil, por lo que, visto el debate que existe al respecto, no hemos 
obtenido un pronunciamiento concreto. Finalmente, las que hacen expresa 
mención a un plazo, se inclinan por defender el plazo de 5 años, aunque 
reconocen que existen algunos pronunciamientos judiciales en favor de los 3 
años o justifican que tradicionalmente se haya empleado el de 15 años.

En opinión de esta Institución, hoy en día no resulta admisible acudir 
a este plazo de 15 años tras la modificación operada en el Código Civil a 
través de la Disposición Final Primera de la Ley 42/2015, de 5 de octubre, 
que ha rebajado a 5 años el plazo de prescripción de acciones que no tengan 
señalado plazo especial.
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Traemos también aquí a colación las reflexiones realizadas en torno 
a la naturaleza jurídica de la contraprestación del servicio, recordando que 
algunas entidades no proceden al corte de suministro hasta haber agotado 
la vía ejecutiva de cobro de la tasa. El inconveniente en estos casos es 
que se habrá acumulado una mayor deuda al haberse incrementado con los 
correspondientes recargos e intereses de demora.

Otro asunto que estimamos oportuno señalar en este punto es la 
procedencia de acudir a la fianza que se deposita al formalizar el contrato 
antes de iniciar un procedimiento de corte de suministro.

El artículo 57 RSDA establece la obligación de todo abonado de 
depositar en la Caja de la entidad suministradora una cantidad en concepto de 
fianza -cuyo importe máximo delimita en atención a diversas circunstancias-. 
Expresamente se recoge que la finalidad de dicha fianza es la de atender el 
pago de cualquier descubierto por parte del abonado.

En consecuencia, cuando el importe de dicha fianza resulte inferior al 
de la deuda que se reclama al abonado, resultaría conveniente acudir a esta 
figura evitando el procedimiento de corte de suministro.

Obviamente, con posterioridad habría que requerir al abonado la 
constitución de una nueva fianza para cubrir cualquier otro descubierto que 
se produjera y el incumplimiento de esta obligación podría ya justificar el 
recurso al procedimiento de suspensión, siempre que mediase la oportuna 
notificación fehaciente de esta circunstancia.

Creemos que esta solución podría dar buena salida a muchos 
supuestos en que la falta de pago se debió a problemas con la domiciliación 
bancaria y no se produjo una comunicación adecuada de esta circunstancia 
al abonado.

La empresa se garantiza así el cobro inmediato de la deuda 
correspondiente a la facturación del suministro de agua y al abonado se le 
evitan los perjuicios que supone un posible corte de suministro.

Finalmente, preguntábamos a las entidades suministradoras si sería 
oportuna la regulación de supuestos de prohibición del corte de suministro 
cuando afectan a servicios esenciales o a personas en situaciones especiales 
(enfermedad, discapacidad, etc). Incluso si en alguno de estos supuestos 
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no proceden al corte de suministro, aunque no se encuentre actualmente 
regulada tal prohibición de corte.

Mayoritariamente se han posicionado en el sentido de no considerar 
oportuna una regulación de supuestos en que esté prohibida la suspensión 
del suministro, señalando que lo oportuno sería regular las fórmulas para 
dar respuesta a las dificultades económicas en que puedan encontrarse las 
personas y familias para no poder atender el pago de las facturas.

En esta misma línea se ha señalado la dificultad de establecer una 
regulación general que no abra las puertas a la posibilidad de fraude, indicando 
que si bien el modelo actual cuenta con el riesgo de la discrecionalidad, que 
puede ser matizada con el criterio técnico de los servicios sociales, lo cierto 
es que dada la diversidad de situaciones a atender parece que una regla 
general será difícil que lo sustituya con ventaja.

Alguna entidad suministradora, considerándolo innecesario por existir 
mecanismos para atender situaciones de necesidad, incluso señaló que 
una regulación en tal sentido sería contraproducente porque tendría un 
efecto muy negativo sobre la gestión de cobro de los servicios de agua e 
incrementaría el coste de los servicios para el resto de la ciudadanía.

Sin embargo, otras entidades sí han destacado la conveniencia de 
establecer una regulación que expresamente contemple los supuestos 
en que no deba procederse al corte de suministro, señalando que en la 
práctica vienen desarrollando actuaciones tendentes a la misma finalidad 
y destacando que habría que articular igualmente el modo en que vaya a 
compensarse a la entidad suministradora por los correspondientes recibos 
a fin de que no sea quien asuma en su totalidad este tipo de situaciones.

Algún apunte también incluido en la respuesta a esta pregunta 
hacía referencia a la dificultad de mantener unos datos actualizados sobre 
circunstancias personales, así como los posibles fraudes que resultarían 
amparados bajo una posible cobertura normativa.

Con esta pregunta nuestra intención iba dirigida a la conveniencia 
de una regulación de supuestos que justificarían la prohibición de corte 
de suministro en todo caso, con independencia de que éste pudiera estar 
justificado en una situación deudora y de que ésta se debiese a circunstancias 
económicas personales o no.



Defensor del Pueblo Andaluz

178

A nuestro juicio sí debieran contemplarse circunstancias excepcionales 
a modo de lista de exclusiones como pudieran ser la residencia en el 
domicilio de niños y adolescentes, de personas mayores o con discapacidad 
que tengan afectadas sus capacidades motoras o cognitivas, o de personas 
con determinadas enfermedades para cuya atención resulte básica la 
disponibilidad de agua.

La justificación de esta petición entendemos se encuentra en el 
necesario amparo a las especiales situaciones de necesidad que presentan 
dichos colectivos y de acuerdo con los derechos reconocidos en el Estatuto 
de Autonomía para Andalucía: derecho de menores y mayores a recibir de los 
poderes públicos de Andalucía la protección y la atención integral necesarias 
para su bienestar (arts. 18 y 19); derecho a acceder a servicios de calidad con 
garantía pública para las personas con discapacidad o dependencia (art. 24).

Con objeto de evitar cualquier crítica sobre una posible vulneración 
del principio de autonomía local en la regulación de un servicio de su 
competencia, sería oportuno contar con el mayor consenso posible a 
través de la FAMP en la posible inclusión de un precepto de tal calado en la 
regulación autonómica.

Cuando el posible corte se debiese a un impago por circunstancias 
económicas, las soluciones habrían de venir de la mano de lo señalado en el 
apartado dedicado a la pobreza hídrica y la conveniencia de una regulación 
relativa a suministros mínimos.

Si no se tratase de una falta de capacidad económica sino de casos en 
los que quien se encontrase en alguna de las circunstancias mencionadas 
quisiera sacar provecho de la misma, no accediendo al pago voluntario de la 
deuda por el servicio que recibe, entendemos que existen recursos legales 
suficientes para que las entidades suministradoras se garanticen el cobro de 
la deuda, ya nos encontremos ante una tasa o ante un precio autorizado.

Como referente para este tipo de regulaciones podemos señalar el 
proyecto de Real Decreto por el que se regula la actividad de comercialización 
y las condiciones de contratación y suministro de energía eléctrica, en el que 
se recogen expresamente determinados supuestos de centros públicos así 
como aquellos suministros domésticos cuando exista necesidad de tener 
conectada a la energía eléctrica una máquina indispensable para mantener 
con vida a una persona.
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Una regulación parecida, y en los términos que se estimasen 
oportunos buscando el mayor consenso posible, podría incorporarse al 
catálogo de derechos que la Ley 9/2010, de 30 de julio, de Aguas para 
Andalucía reconoce a los usuarios del agua ante sus respectivas entidades 
suministradoras (artículo 7.1 en relación con el artículo 4.21.a).

Respecto a la posible dificultad de disponibilidad de estos datos 
actualizados por parte de las entidades suministradoras valoramos que el 
problema quedaría resuelto de forma sencilla si se incluyese en el aviso 
de corte una mención a la posibilidad de acreditar las circunstancias que 
justificarían su paralización mediante la presentación de la correspondiente 
documentación en el plazo que expresamente se designase al efecto.

6.1.3. Sobre la reconexión del suministro

Preguntábamos a las entidades suministradoras si, una vez que se 
ha producido el corte de suministro, se establecen algunas medidas que 
permitan facilitar la reconexión.

De forma general han contestado que se ofrecen planes de pago y 
aplazamientos para permitir el pago de la deuda pendiente en atención a las 
circunstancias económicas que hayan motivado la situación deudora.

En la mayoría de las ocasiones se exige el pago de una determinada 
cantidad, ya sean los derechos de reconexión, el primer plazo acordado o 
un porcentaje de la deuda.

Algunas entidades permiten el fraccionamiento de los derechos de 
reconexión o incluso llegan a declarar su exención de pago, aunque la 
misma no esté regulada.

Un supuesto interesante es el de no cobrar los derechos de reconexión 
hasta que hayan transcurrido al menos 48 horas desde que se produjo el 
corte, de modo que si en ese plazo se produce el abono de la deuda (o 
incluso el acuerdo de pago) no se incrementará la deuda con el importe de 
los derechos de reconexión.

No hemos conocido casos en que la propia normativa reguladora 
de las tarifas correspondientes ya prevea una modulación de los derechos 
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de reconexión en atención a determinadas circunstancias personales o 
económicas que justificaran una reducción de los mismos.

Lo cierto es que si se toman las medidas que venimos comentando 
sobre paralización de cortes en casos de imposibilidad económica de atender 
los recibos lo lógico es que tales previsiones ni siquiera tuvieran una razón 
de ser.

En cualquier caso como la experiencia nos indica que se siguen 
produciendo los cortes, pese a las medidas que ya se vienen adoptando 
-muchas veces por la falta de actuación del propio usuario que no reacciona 
a tiempo por desconocimiento o por falta de habilidades-, sería bueno que 
la normativa de cada entidad suministradora contemplase las oportunas 
previsiones sobre una posible modulación de los derechos de reconexión 
para adaptarlos a circunstancias de vulnerabilidad social.

En la tramitación de quejas por parte de esta Institución relacionadas 
con el corte de suministro de agua también hemos podido conocer que, una 
vez producido el corte de suministro, la falta de disponibilidad del agua se 
ha prolongado en el tiempo por la dificultad de encontrar una solución, bien 
porque las gestiones a través de Servicios Sociales se habrían retrasado, 
bien porque éstos no considerasen oportuna la tramitación de ayudas o bien 
porque los requisitos fijados en las correspondientes Ordenanzas o por las 
propias entidades suministradoras para tener derecho a algún beneficio en 
concepto de “pobreza hídrica” resultaron excesivamente rígidos.

Ante estas situaciones también se ha planteado la oportunidad de 
acudir a la baja del contrato, prevista en el artículo 67 RSDA, si en el plazo 
de tres meses desde que se produjo el corte no se han pagado por el 
abonado los recibos pendientes.

Algunas entidades reconocen que para evitar un mayor perjuicio al 
abonado no proceden a la extinción del contrato de suministro, ya que la 
suscripción de un nuevo contrato le podría generar mayores costes que la 
mera reconexión derivados de las nuevas condiciones técnicas que pudieran 
imponerse para las instalaciones interiores.

La situación es especialmente compleja cuando nos encontramos 
con un contador único para bloque de viviendas y existe una deuda por 
impago de facturas del suministro de agua, normalmente motivada por 
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los incumplimientos de varios o muchos de los propietarios en la atención 
de las cuotas comunitarias. Más se agrava la situación si ni siquiera se ha 
constituido una comunidad de propietarios o cuando las viviendas están 
siendo ocupadas sin título legal y no se atienden las obligaciones inherentes 
a la propiedad.

Hemos tramitado quejas en las que acudía una comunidad de 
propietarios solicitando facilidades en el pago de la deuda pendiente 
para permitir la reconexión del suministro, cuestión que normalmente ha 
encontrado una buena acogida por parte de las entidades suministradoras.

Sin embargo en otros casos la solución ha resultado más difícil ya que 
quienes acudían a nosotros eran sólo algunos de los propietarios del edificio 
afectado por el corte de suministro, alegando que el problema de impago de 
la factura venía del hecho de que otros propietarios se negaban a cumplir 
con sus obligaciones de pago perjudicando así a todo el bloque. La solución 
en estos supuestos pasaba por la individualización de contadores, tarea 
nada fácil por no decir imposible cuando no existe suficiente consenso al 
respecto en la comunidad de propietarios.

A este respecto, hemos detectado que aún hay un número importante 
de bloques sin contadores divisionarios pese a los esfuerzos que habrían 
realizado las entidades suministradoras por prestar asistencia técnica y 
económica para su instalación. El problema suele estribar en la dificultad 
de alcanzar un acuerdo comunitario que cuente con la mayoría necesaria 
para aprobar la medida. En ocasiones, se da la circunstancia de que la 
Comunidad de Propietarios ni siquiera existe. También dificulta el posible 
acuerdo de los comuneros en hecho de que la instalación de contadores 
divisionarios suponga un importante gasto que ha de ser sufragado por 
cada uno de los propietarios, dándose la circunstancia de los contadores 
comunitarios existen especialmente en bloques donde viven familias con 
escasos recursos económicos. En otras ocasiones el problema para instalar 
contadores divisionarios deriva de una imposibilidad técnica por la propia 
configuración de las instalaciones interiores.

Sea por lo que sea, lo cierto es que la propia Junta de Andalucía se ha 
visto obligada a dejar sin efecto y por plazo indefinido, la penalización prevista 
para el canon de depuración que habría de entrar en vigor precisamente en 
2015 tras haberse acordado una prórroga previa para su implantación.
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Hasta el 31 de diciembre de 2012 estaba previsto que, para la aplicación 
de la cuota variable del canon en el caso de contadores o sistemas de 
aforos colectivos, se considerasen tantos usuarios como viviendas y locales, 
dividiéndose el consumo total por el número de usuarios. Llegada esta 
fecha, hubo de prorrogarse la medida hasta 31 de diciembre de 2014. Sin 
embargo, ante la realidad del importante número del parque de contadores 
que aún no cuentan con batería divisionaria, mediante disposición final 10.2 
de la Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía para el año 2015, se añadía un párrafo 3 al artículo 
87 de la Ley de Aguas para Andalucía del mismo tenor, de modo que la regla 
transitoria se ha convertido en la norma general.

Sobre este asunto hemos de poner la atención en la necesidad 
de seguir insistiendo en la conveniencia de instalación de contadores 
divisionarios como vía para el fomento del consumo responsable de agua y 
la eficiencia en el uso de agua.

A tal efecto consideramos necesario que, además de reforzar las 
medidas que ya vienen empleando las entidades suministradoras (o de 
incorporarlas en los casos que no se hayan implementado) sería conveniente 
la inclusión de una línea específica de ayudas con este objeto. Consideramos 
que la misma podría tener cabida dentro de la convocatoria general para 
rehabilitación de viviendas a cargo de la Consejería de Fomento y Vivienda, 
al igual que existe para la reducción de la demanda eléctrica.

Volviendo al asunto que centra nuestro análisis, y en cuanto al plazo 
en que debe hacerse efectiva la reconexión, establece el RSDA que será 
el mismo día o, en su defecto, al siguiente día hábil en que hayan sido 
subsanadas las causas que originaron el corte de suministro, esto es, el 
pago de la deuda en el caso que nos ocupa.

Esta Institución aboga por la desaparición de esta última posibilidad 
cuando nos encontremos ante una vivienda habitual, de modo que el 
suministro debiera ser restituido el mismo día en que se abone la deuda o 
se llegue a un acuerdo de pago.

Esto podrá hacerse efectivo siempre y cuando la entidad suministradora 
pueda tener conocimiento de esta circunstancia, normalmente porque 
el abonado haya acudido a sus oficinas para gestionar la situación de 



Servicios de suministro de agua. Garantías y derechos. Diciembre 20156

183

impago o porque por cualquier otro medio pueda hacerle constar que ha 
cumplimentado sus obligaciones de pago.

Teniendo en cuenta que las entidades suministradoras tienen capacidad 
para responder a una avería fuera de su horario comercial, entendemos que 
del mismo modo debieran garantizar la reconexión del suministro cortado en 
cualquier momento del día que se produzca la regularización de la situación 
deudora si se trata de suministro para vivienda habitual.

6.2. Fraude en el suministro

6.2.1. Garantías de procedimiento

En relación con las situaciones de fraude en el suministro de agua 
consultábamos a las entidades suministradoras qué procedimiento se 
utilizaba para la detección y normalización de contadores manipulados y 
cómo se actúa en casos de conexiones irregulares (sin contrato).

La pregunta tenía su razón de ser en la recepción de algunas 
quejas que cuestionaban los procedimientos empleados por las entidades 
suministradoras para girar la liquidación por fraude, por no constar a las 
personas afectadas las actuaciones que se hubieran desarrollado previamente 
o por no habérseles facilitado copia del informe de inspección, incluso pese 
a haberlo solicitado.

En algunas quejas incluso se ponía en duda la propia existencia del 
fraude que se les imputaba, indicando que bien pudiera tratarse de una 
avería del contador.

En este sentido coincidían en su respuesta las asociaciones de defensa 
de las personas consumidoras señalando tener constancia de la existencia 
de procedimientos carentes de toda garantía para el consumidor ya que no 
existiría la prueba de los hechos, así como liquidaciones por fraude en las 
que ni siquiera se había puesto a disposición del consumidor el informe de 
inspección.

Señalaban pues la necesidad de regular procedimientos de detección 
y comunicación del fraude garantistas para el usuario titular del suministro, 


